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SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

Comparece Carlos Pillot Ocasio por derecho propio. Nos 

solicita que revoquemos la resolución en reconsideración emitida por 

el Departamento de Corrección y Rehabilitación, mediante la que se 

confirmó la determinación del Comité de Clasificación y Tratamiento 

(el Comité) de mantener al recurrente en custodia mediana.  

La Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

Artículo VI, 19, Const. ELA, requiere que las instituciones 

correccionales propendan a la rehabilitación de las personas convictas. 

Al respecto, dispone que “[s]erá política pública del Estado (…) 

reglamentar las instituciones penales para que sirvan a sus propósitos 

en forma efectiva y propender, dentro de los recursos disponibles, al 

tratamiento adecuado de los delincuentes para hacer posible su 

rehabilitación moral y social”. Con esa intención, se aprobó la Ley 
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Habilitadora del Departamento, Ley 116-1974, 4 LPRA, secs. 1112 

(a) y (c). La misma faculta a Corrección para “[f]ormular (...) la 

reglamentación interna necesaria para los programas de diagnóstico, 

clasificación, tratamiento y rehabilitación de la clientela del sistema 

correccional”. Al amparo de tal facultad, la agencia adoptó el Manual 

para la Clasificación de Confinados, Reglamento Núm. 8281 de 30 de 

noviembre de 2012 y el Manual para Crear y Definir Funciones del 

Comité de Clasificación y Tratamiento en las Instituciones 

Correccionales, Reglamento Núm. 7334 de 10 de abril de 2007. 

Ambos reglamentos fijan la discreción del Departamento en todos los 

asuntos relacionados con la clasificación de custodia de los 

confinados. Cruz v. Administración, 164 DPR 341 (2005).  

El referido Comité es el organismo que recomienda las medidas 

sobre tratamiento de las personas confinadas con vistas a su 

rehabilitación. Se le encomienda realizar la evaluación periódica del 

nivel de custodia. El propósito principal que persiguen estas 

evaluaciones es verificar la adaptación del confinado y prestarle 

atención a cualquier situación que pudiera surgir. La Sección 7(II) del 

Manual de Clasificación explica que “la reevaluación de custodia no 

necesariamente tiene como resultado un cambio en la clasificación de 

custodia o en la vivienda asignada”. Las determinaciones del Comité 

sobre un cambio en el nivel de custodia deben fundarse en la 

consideración de factores subjetivos y objetivos, así como de un 

adecuado balance de intereses. Este  debe sopesar, por una parte, el 

interés público de lograr la rehabilitación del confinado, a la vez que 

logre mantener la seguridad institucional y general del resto de la 

población correccional; por otra parte, debe considerar el interés 
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particular de la persona confinada de ser asignada a un determinado 

nivel de custodia. Cruz v. Administración, supra.  

Los criterios objetivos que el Comité está llamado a aplicar 

durante el proceso de reclasificación de custodia del confinado son los 

siguientes: (1) la gravedad de los cargos y condenas; (2) historial de 

delitos graves previos; (3) historial de fuga; (4) número de acciones 

disciplinarias; (5) acción disciplinaria más seria; (6) historial de 

condenas previas de delitos graves como adulto; (7) el récord de 

participación en los programas institucionales; y (8) edad del 

confinado. Manual de Clasificación, supra, Apéndice K-II. A cada 

uno de los mencionados factores se le asigna una puntuación. Basado 

en los mismos, el Comité recomienda un nivel de custodia que puede 

variar entre máxima, mediana, mínima o mínima-comunitaria.  

Ahora bien, la referida escala no obliga al Comité a recomendar 

el nivel de custodia correspondiente al total de puntos acumulados. La 

propia escala incluye varios renglones de modificaciones 

discrecionales a base de las cuales se puede aumentar o disminuir el 

nivel de custodia correspondiente. Algunas de las modificaciones 

discrecionales que el Comité podrá considerar para aumentar el nivel 

de custodia son: (1) la gravedad del delito; (2) el historial de violencia 

excesiva; (3) si se trata de un confinado de difícil manejo; (4) la 

desobediencia ante las normas de la institución, entre otras. Manual de 

Clasificación, supra, Apéndice K-II.  

La recomendación del Comité sobre la reclasificación de 

custodia del confinado debe estar basada en un análisis integrado de 

todos los diversos criterios objetivos y subjetivos antes mencionados. 

El Tribunal Supremo ha expresado que, toda vez que el Comité está 
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compuesto por personas con la preparación, el conocimiento y la 

experiencia necesaria para atender las necesidades de los confinados y 

llevar a cabo este tipo de evaluaciones, la determinación que tome 

debe ser sostenida en revisión judicial, siempre que no sea arbitraria y 

que esté fundamentada en evidencia sustancial. Cruz v. 

Administración, supra, a las págs. 355-356.   

De otra parte, la sección 4.5 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (la LPAU), 3 LPRA, sec. 2175, establece el 

alcance de la revisión judicial y sobre las determinaciones de hecho 

dice: “Las determinaciones de hechos de las decisiones de las 

agencias serán sostenidas por el tribunal, si se basan en evidencia 

sustancial que obra en el expediente administrativo”. Según 

estableció el Tribunal Supremo en Otero vs. Toyota, 163 DPR 716, 

727 (2005):  

[E]l criterio rector para los tribunales será la 

razonabilidad en la actuación de la agencia. Utilizando un 

criterio de razonabilidad y deferencia, los tribunales no 

deben intervenir o alterar las determinaciones de hecho 

de un organismo administrativo, “si las mismas están 

sostenidas por evidencia sustancial que surja del 

expediente administrativo considerado en su totalidad”. 

Como hemos definido en diversas ocasiones, evidencia 

sustancial es “aquella evidencia relevante que una mente 

razonable podría aceptar como adecuada para sostener 

una conclusión”.  

 

No será sustancial la evidencia en la cual la agencia base su 

determinación si la parte afectada demuestra que “existe otra prueba 

en el expediente que reduzca o menoscabe el valor probatorio de la 

evidencia impugnada, hasta el punto de que no se pueda concluir que 

la determinación de la agencia fue razonable de acuerdo con la 

totalidad de la prueba que tuvo ante su consideración”. Misión 

Industrial vs. Junta de Planificación, 146 DPR 64, 131 (1998). Es 
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decir, que el Tribunal Supremo ha establecido que las decisiones de 

los organismos administrativos merecen la mayor deferencia judicial 

pues son éstos los que cuentan con el conocimiento y la pericia en los 

asuntos que les son encomendados. Accumail P.R. v. Junta Sub. 

A.A.A., 170 DPR 821 (2007); Mun. San Juan v. Plaza Las Américas, 

169 DPR 310 (2006). Por tanto, “[l]a función principal de la revisión 

judicial de las determinaciones de las agencias con poderes 

adjudicativos es asegurarse que las agencias actúen dentro del marco 

de la facultad delegada por la Asamblea Legislativa y que cumplan 

con los preceptos constitucionales”. López Echevarría v. Adm. Sist. 

Retiro, 168 DPR 749 (2006). Como corolario, el foro judicial no debe 

intervenir con las determinaciones de hechos de un organismo 

administrativo siempre que estén sostenidas por evidencia sustancial 

que surja del expediente considerado a la luz de todas las 

circunstancias. López Echevarría v. Adm. Sist. Retiro, supra, a la pág. 

752.  

En concreto, la Resolución del Departamento especificó que el 

recurrente cumple una sentencia de reclusión perpetua vinculada a 

reincidencia habitual, vinculada a la comisión de delitos de naturaleza 

grave y severidad extrema, de la cual ha cumplido más de 19 años. 

Sin embargo, la misma advierte que el acuerdo de custodia mediana 

aquí impugnado reitera el nivel de custodia al cual el peticionario ha 

estado sujeto por solo un año.  

Además, intima que el poco tiempo cumplido en su custodia 

actual, en relación a la sentencia impuesta, y en consideración del 

hecho de que aún le restan 10 años para ser referido ante la 

consideración de la Junta de Libertad Bajo Palabra, justifica el 



 
 

 

KLRA201600644 

 

6 

mantenimiento del nivel de custodia mediana como el adecuado. En 

tal sentido, el departamento advirtió que el “tiempo en el nivel de 

custodia actual no es proporcional[,pues] [l]leva solo un año 

clasificado en custodia mediana[,p]or lo que deberá hacer ajustes en 

medianas restricciones físicas en un tiempo adicional.” Anejo I.  

Luego de examinado el expediente, nos resulta palmario que la 

determinación de la agencia recurrida está sostenida por la totalidad 

de la prueba que obra en el mismo y que, en tal sentido, el 

Departamento no abusó de su discreción al determinar el nivel de 

custodia mediana. El criterio fundado del Departamento es que el 

peticionario aún no se encuentra preparado para la custodia mínima y 

éste no ha articulado un argumento con el peso suficiente y justificado 

en la prueba contenida en el expediente que nos permita descartar, 

para variar, la determinación administrativa.  

Por las razones expresadas anteriormente, se confirma la 

Resolución recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


